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RESPUESTA: 

 

En relación con la pregunta de referencia, se informa que el artículo 34.6 del 

Reglamento sobre Colaboración de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 

Profesionales de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1993/1995, de 7 de 

diciembre, establece la documentación que debe acompañar la solicitud de confirmación de los 

nombramientos en la Junta Directiva de las mismas.  

 
Tras la entrada en vigor del nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social (TRLGSS), aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, cabe 

indicar que en las declaraciones que se suscriban deberá hacerse constar que los designados no 

están incursos en las incompatibilidades y prohibiciones que establecen los artículos 87.4 y 

91.1 y 2 de la referida norma y que conocen el contenido de la responsabilidad que prevé el 

artículo 91.4, además de las incompatibilidades que se recogen en los artículos 13.3.f) y 34 del 

citado Reglamento. 

 

Por otra parte, hay que señalar que entre las funciones de dirección y tutela de las 

Mutuas no se encuentra la relativa al control del número de empresarios que asiste a tales 

Juntas Generales -con asistencia a las mismas de carácter voluntario-. Por tanto, no cabe 

realizar valoración alguna acerca de la participación de los empresarios en la Junta General de 

Mutuas. 

 
No obstante, por Resolución de 10 de mayo de 2000 de la Dirección General de 

Ordenación de la Seguridad Social se dieron instrucciones precisas relativas a la preparación, 

convocatoria, desarrollo y constancia documental de las Juntas Generales de las Mutuas de 

Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social; en particular, su 

Instrucción sexta prevé expresamente que el derecho de voto podrá ejercerse por representante 

para, seguidamente, establecer los requisitos para ejercer tal delegación, sin que la norma 

establezca limitación alguna más allá de la previsión recogida en la Instrucción sexta.3 (en la 

que si estatutariamente se estableciese alguna limitación respecto del número máximo de 

representaciones conferidas a una misma empresa asociada, dicha limitación se entendería 

hecha con carácter general, con independencia del cargo que pueda ostentar en la Mutua la 

persona o empresa destinataria de la representación). 

 



  

 

 

 

   

 

 

En cuanto a la recogida de delegaciones de voto por los trabajadores, se considera que 

el trabajador afectado por tales prácticas debería poner las mismas en conocimiento de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS), con el fin de que se llevasen a efecto las 

actuaciones que correspondan en el marco de sus competencias.  

 

Por lo que respecta al sistema de delegación de voto, cabe señalar que la mencionada 

Resolución establece instrucciones claras sobre el modo de actuar: las posibles delegaciones de 

voto que fueren cumplimentadas y se asignasen posteriormente a los diferentes miembros a 

elegir en Junta Directiva serán responsabilidad del empresario que hubiere delegado su voto en 

blanco. 

 

Por otra parte, hay que indicar que el Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad 

Social no aporta ninguna cantidad económica para retribuir al Presidente de ninguna Mutua, 

puesto que no se ha establecido nada en desarrollo del artículo 87.3 del TRLGSS. 
 

Respecto del patrimonio privativo de las Mutuas, éste es, conforme al artículo 93.1 

TRLGSS, un patrimonio cuya propiedad les corresponde en su calidad de asociación de 

empresarios, sin que a ello obste que sea un patrimonio que se halle afectado estric tamente al 

fin social de la entidad, y que se utiliza para hacer frente a las deudas que la Mutua pudiera 

haber contraído con la Seguridad Social como consecuencia de una gestión irregular de los 

fondos que le son transferidos para el cumplimiento de sus fines.  

 

En cuanto a la responsabilidad de los miembros de la Junta Directiva, el artículo 91.4 

prevé que éstos serán responsables directos -frente a la Seguridad Social, la Mutua y los 

empresarios asociados- de los daños que causen por sus actos u omisiones contrarios a las 

normas jurídicas de aplicación, a los estatutos o a las instrucciones dictadas por el órgano de 

tutela, así como por los realizados incumpliendo los deberes inherentes al desempeño del 

cargo, siempre y cuando haya intervenido dolo o culpa grave.  
 

Por su parte, el artículo 20.1.2º.g) del ya citado Real Decreto 1993/1995 prevé que en 

los estatutos de las Mutuas se consignará necesariamente la responsabilidad de los asociados 

que desempeñen funciones directivas, así como del Director Gerente, y la forma de hacer 

efectiva dicha responsabilidad.  

 

A diferencia de lo que ocurre respecto de las actas de las Juntas Generales, ni el 

TRLGSS ni el Reglamento vigente -ni tampoco el Proyecto de Reglamento- contemplan la 

obligación del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social de conocer las actas de 

cada una de las Juntas Directivas que celebre cada Mutua, sin perjuicio de aquellos supuestos 

concretos en que en virtud de lo previsto por la normativa o en atención a las circunstancias 

concurrentes, se aporten o requieran tales actas.  

 

En relación con los estatutos, hay que señalar que no hay uno único para todas las 

Mutuas sino que cada una tiene el suyo propio, el cual recoge sus particularidades; no obstante, 
el Real Decreto 1993/1995 establece, en su artículo 20, el contenido mínimo y obligatorio que 

debe incorporar cada uno de los estatutos de Mutua por lo que, aunque presenten ciertas 

deferencias, el contenido básico y esencial es el mismo para todas ellas. Debe señalarse, 



  

 

 

 

   

 

 

además, que el Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social tiene conferida la 

competencia para autorizar tanto los propios estatutos como sus modificaciones.    

 

Por otra parte, el artículo 31.8 del Proyecto de Reglamento prevé que las Mutuas 

podrán constituir una Comisión de Auditoría, dependiente de la Junta Directiva, con la 

composición y funciones que se determinen en los estatutos de cada una de ellas. Es decir, se 

trata de una potestad de cada Mutua, y son los respectivos estatutos los que determinan la 

composición de esa Comisión y sus funciones; en este sentido, y toda vez que la creación de 

estas comisiones tiene carácter voluntario, no se considera que el citado Ministerio deba 

determinar su composición obligatoria. 

 

En relación con la libertad de elección del empresario, el artículo 83.1  del TRLGSS 

establece la voluntariedad, tanto de la opción por la cobertura en una Mutua como el cambio 

de Mutua. Asimismo, se establece la duración del convenio de asociación refiriéndolo a un 
periodo de vigencia de un año, que podrá prorrogarse por periodos de igual duración ; ello 

implica que, transcurrido ese plazo, podrá producirse el cambio de Mutua sin necesidad de 

motivar tal decisión.  

 

No obstante, en el artículo 72 del Proyecto de Reglamento se prevén una serie de 

cautelas tales como que “Los empresarios al suscribir el correspondiente “documento de 

asociación” deberán entregar a la mutua informe no vinculante emitido al respecto por el 

comité de empresa o delegado de personal, salvo que no existieran dichos órganos de 

representación por no exigirlo la normativa aplicable” y que “el convenio de asociación podrá 

extinguirse antes del cumplimiento del plazo de vigencia (…) cuando, a juicio del órgano de 

dirección y tutela, concurran circunstancias que aconsejen la extinción del convenio entre la 

empresa y la mutua colaboradora con la Seguridad Social”. También el artículo 87 del referido 

Proyecto prevé que en el momento de formalizar la cobertura de incapacidad temporal por 

contingencias comunes con una mutua, el empresario deberá entregar a la entidad informe 
emitido al respecto por el comité de empresa o delegado de personal, salvo que no existieran 

dichos órganos por no exigirlo la normativa aplicable.  

 

En otro orden de cosas, hay que mencionar que las Mutuas son entidades privadas que 

colaboran con la Administración de la Seguridad Social en la gestión de las prestaciones del 

sistema y no entidades gestoras, por lo que nunca se ha considerado que la Administración 

deba estar presente ni en la Junta General ni en la Directiva.  

 

Finalmente, cabe informar que el importe total imputado por las Mutuas en el ejercicio 

2013 -último respecto del cual se dispone de todas las resoluciones de auditoría- en concepto 

de pólizas de responsabilidad civil de los directivos fue de 64.121,29 euros, cantidad que las 

Mutuas tienen obligación de reintegrar a la Seguridad Social.  

 

 
Madrid, 24 de julio de 2018 
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